
 

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., agosto veintinueve (29) de dos mil veintitrés (2023). Al despacho de la señora 
Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la presente acción de tutela 
la cual se radico bajo el No. 2023-341. Sírvase proveer. 
 
 

 
LUZ MILA CELIS PARRA  

SECRETARIA. 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
Bogotá D.C., agosto veintinueve (29) de dos mil veintitrés (2023) 

 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el Juzgado 
procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 2023-341, instaurada por 
JENNIFER TATIANA MONROY BUSTOS, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.022.410.793 de Bogotá́ D.C., portadora de la T.P No. 330.998 del C. S. de la J., actuando 
en representación de la señora LUZ GABRIELA SUESCÚN MELO, identificada con cédula 
de ciudadanía No. 51.559.888 de Bogotá D.C. contra la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, por vulneración al derecho 
fundamental constitucional de petición.    

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino a ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES COLPENSIONES, con la finalidad de que se pronuncie respecto de la demora 
y omisión por parte de la accionada, en resolver RECURSO DE APELACIÓN CONTRA LA 
RESOLUCIÓN SUB349855 del 22/12/2022. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,  

 

 

Original firmado por: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 
 

 

/pl. 

 
 
 JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

DE BOGOTA D.C. 
 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 147 del 30 de agosto de 2023 

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA  
SECRETARIA 



 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

       

TUTELA NÚMERO 325-2023 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

 Bogotá D.C., agosto veintinueve (29) de dos mil veintitrés (2023) 

  

                                   OBJETO DE LA DECISION 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por MARIO JOSÉ 

BUENDIA VASQUEZ, identificado con cedula de ciudadanía No. 6.880.546 de 

Montería - Córdoba contra COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON 

ALTA MEDIA Y MÍNIMA SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE RECLUSIÓN 

ESPECIAL Y JUSTICIA Y PAZ –COMEB “LA PICOTA”, y se vincula al 

INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, por 

vulneración al derecho fundamenten de petición. 

         

ANTECEDENTES 

 

Los accionantes presentan acción de tutela contra el COMPLEJO CARCELARIO 

Y PENITENCIARIO CON ALTA MEDIA Y MÍNIMA SEGURIDAD DE BOGOTÁ, 

INCLUYE RECLUSIÓN ESPECIAL Y JUSTICIA Y PAZ –COMEB “LA PICOTA, 

y en la cual se vinculó al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 

CARCELARIO-INPEC, por vulneración al derecho fundamenten de petición, con 

el fin de que responda de fondo e integralmente las solicitudes presentadas el 

día 26 de enero de 2022 y 15 de febrero de la misma anualidad.  

 

Fundamenta su petición en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia 

de 1991. 

   

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 
 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto quince (15) de dos mil veintitrés (2023), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 



 

 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La accionada INPEC en el término concedido allego contestación en la que 

manifestó: 

 “1. LEGITIMACIÓN PARA ACTUAR  
JOSE ANTONIO TORRES CERON, funcionario en ejercicio de las competencias otorgadas por 
la Dirección General del INPEC, doy respuesta a la presente Acción Constitucional de acuerdo 
a las siguientes consideraciones del orden fáctico jurídico, en los siguientes términos:  

 2. DE LO MANIFESTADO POR EL ACCIONANTE  
 

Manifiesta el accionante MARIO JOSÉ BUENDIA VASQUEZ, quien se encuentra privado de la 
libertad en El COBOG, a través de ésta demanda, que requiere la respectiva atención en 
salud, por las patologías que presenta, la cual está en cabeza de la FIDUCIARIA CENTRAL S.A 
Y LA UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS-USPEC”, por lo que manifiesta 
la vulneración de sus derechos fundamentales a la SALUD Y VIDA.  
A su vez, mediante Decreto 4150 de 2011, “se crea la Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios - SPC, se determina su objeto y estructura” y que en su Artículo 2°, respecto a la 
creación y naturaleza jurídica, con especial claridad se establece: “Créase una Unidad 
Administrativa Especial denominada Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC, 
con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, adscrita al Ministerio de 
Justicia y del Derecho, cuyos objetivos y funciones serán los escindidos”.  
De lo anterior, se puede concluir que el Director de la Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios USPEC, no es subordinado del Director General del INPEC, pues ésta entidad 
(USPEC) cuenta con personería jurídica propia, y autonomía administrativa y financiera.  
3. COMPETENCIA, RESPONSABILIDADAD Y FUNDAMENTO LEGAL DE LA PRESTACION DEL 
SERVICIO DE SALUD. 3.1. Sea lo primero en manifestar a su honorable despacho 
constitucional, que la DIRECCIÓN GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO INPEC, NO tiene la responsabilidad y competencia legal de agendar, solicitar, 
separar citas médicas, prestar el servicio de salud, solicitar citas con especialistas para las 
personas privadas de la libertad que se encuentran recluidas en alguno de sus centros 
carcelarios a cargo del Instituto; de igual manera tampoco lo es la de prestar el servicio en 
especialidades requeridas como medicina legal entre otras y mucho menos la entrega de 
equipos o elementos médicos para su tratamiento, rehabilitación, terapia ni la entrega de 
medicamentos, gafas, prótesis dentales entre otros.  
3.2. La responsabilidad y competencia legal de la contratación, supervisión, prestación del 
servicio de salud y en las especialidades requeridas así como la entrega de elementos a las 
personas privadas de la libertad a cargo del INPEC y valga anotar de las que se encuentran 
en las ESTACIONES DE POLICIA Y URIS es de competencia exclusiva, legal y funcional de LA 
UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC, FIDUCIARIA CENTRAL S.A, 
en razón a las siguientes consideraciones de orden LEGAL:  
3.3. La Constitución política de Colombia estableció en su artículo 491 la atención en salud 
como un servicio público, a su vez la ley 65 de 1997, que en su forma inicial estableció el 
tema de salud para las personas privadas de la libertad y que con posterioridad fue 
modificado por La Ley 1709 de 2017, Por medio de la cual se reforman algunos artículos de 
la Ley 65 de 1997, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1997 y el artículo 105 de la Ley 65 
de 1997, modificado por el artículo 66 de la Ley 1709 de 2014, establece que para la 
prestación de los servicios médicos penitenciario y carcelario, El Ministerio de Salud y 
Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC) deberán 
diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de 
género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión 
domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo 
tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención 
primaria en salud; Por lo anterior se crea el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas 
de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 



 

 

contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del 
Presupuesto General de la Nación; Los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas 
Privadas de la Libertad serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía 
mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital, Para tal efecto, la Unidad 
Administrativa de Servicios Penitenciarios y Carcelarios suscribirá el correspondiente 
contrato de fiducia mercantil.  
3.4. La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la 
adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial 
de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales 
se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en 
salud del que trata el presente artículo. 
DECRETO 4150 DE 2011, Por el cual se crea la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios 
- SPC, se determina su objeto y estructura, establece:  
Escisión del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario y Creación de la Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios - SPC3. (Cursiva y subrayado fuera de texto).DECRETO 4151 DE 
2011, por el cual se modifica la estructura del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, 
INPEC, y se dictan otras disposiciones4.  
El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, tiene como objeto ejercer la 
vigilancia, custodia, atención y tratamiento de las personas privadas de la libertad; la 
vigilancia y seguimiento del mecanismo de seguridad electrónica y de la ejecución del 
trabajo social no remunerado, impuestas como consecuencia de una decisión judicial, de 
conformidad con las políticas establecidas por el Gobierno Nacional y el ordenamiento 
jurídico, en el marco de la promoción, respeto y protección de los derechos humanos.  
DECRETO 1069 DE 2015, Por medio del cual se expide el decreto único reglamentario del 
sector justicia y del derecho. DECRETO 1142 DE 2016 Por el cual se modifican algunas 
disposiciones contenidas en el Capítulo 11 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, y se adoptan 
otras disposiciones.  
Artículo 2.2.1.11.3.1. Contratación de los servicios de salud. El reglamento del Consejo 
Directivo del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad definirá las 
contrataciones que deberán someterse al análisis y recomendación directa de sus miembros 
y los lineamientos generales que deberán atenderse para las demás contrataciones. La 
entidad fiduciaria, de acuerdo con las instrucciones que le sean impartidas por la USPEC con 
base en las recomendaciones y lineamientos de que trata el inciso anterior, contratará con 
personas jurídicas o naturales y efectuará los pagos en los términos que se estipulen en 
dichos contratos, con cargo a los recursos del Fondo”.  
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedará 
así:  
(…) “Artículo 2.2.1.11.3.2. Funciones de la USPEC. (…)  
2. Contratar la entidad fiduciaria con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las 
Personas Privadas de la Libertad y establecer las condiciones para que dicha entidad 
contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para la población privada 
de la libertad, de acuerdo con las decisiones del Consejo  
Directivo del Fondo, así como con el Modelo de Atención en Servicios de Salud establecido y 
teniendo en consideración los respectivos manuales técnicos administrativos para la 
prestación de servicios de salud que se adopten.  
3. Contratar las actividades de supervisión e interventoría sobre el contrato de fiducia 
mercantil que se suscriba, con los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas 
Privadas de la Libertad de acuerdo a lo previsto en el numeral 6 del artículo 2.2.1.11.2.3 del 
presente capítulo. (…) Artículo 8°. Modifíquese el artículo 2.2.1.11.3.3 del Decreto 1069 de 
2015, el cual quedará así: “Artículo 2.2.1.11.3.3. Funciones del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (Inpec). En desarrollo de las funciones previstas en el Decreto-ley 
4151 de 2011 y demás leyes que fijen sus competencias, corresponde al Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (Inpec), en relación con la prestación de los servicios de salud de 
la población privada de la libertad: “dentro de las cuales quedan pendientes para llevar a 
cabo”: (…)3. Garantizar las condiciones y medios para el traslado de personas privadas de la 
libertad a la prestación de servicios de salud, tanto al interior de los establecimientos de 



 

 

reclusión como cuando se requiera atención extramural, de conformidad con los artículos 
2.2.1.11.4.2.3 y 2.2.1.11.4.2.4 del presente capítulo, y realizar las acciones para garantizar 
la efectiva referencia y contrarreferencia. (Traslado). Subrayado y paréntesis fuera de texto. 
(…).  
Así las cosas el INPEC no tiene dentro de sus funciones la de prestar el servicio de salud a la 
población interna, por cuanto ellas fueron escindidas de tal obligación mediante Decreto ley 
4150 de 2011 y actualmente esa función se encuentra asignada a otras entidades como la 
USPEC, y la EPS que dicha unidad determine en la actualidad es FIDUCIARIA CENTRAL S.A, 
entidades dotadas de personería jurídica distinta a la del INPEC. Corolario de lo expuesto, es 
que las unidades de Servicios Penitenciarios y Carcelarios son legalmente los únicos 
responsables de prestar en debida forma la atención médica requerida por el interno 
accionante, toda vez que al INPEC por mandato constitucional le está prohibido cumplir 
funciones que tienen asignadas otras entidades.  
Lo anterior, es evidencia de la delimitación de funciones de orden legal en lo que tiene que 
ver con el derecho invocado por el(a) accionante, por tanto, la responsabilidad que tiene el 
INPEC frente a este Derecho (SALUD), corresponde única y exclusivamente al traslado del 
personal de internos a las diferentes dependencias al interior del Establecimiento incluyendo 
área de sanidad y los desplazamientos que se deben realizar para dar cumplimiento a lo 
ordenado por las diferentes autoridades Judiciales y del caso en concreto cuando tiene 
diligencia de carácter médico una vez sea solicitado y autorizado por el prestador del servicio 
de salud en la parte Externa del Centro Carcelario, esto es la EPS del régimen en el que se 
encuentra afilado.  
CONCLUSIONES  
Bajo las anteriores consideraciones de orden jurídico y factico, resulta evidente que el 
INSITITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC, en cumplimiento de sus 
atribuciones legales y reglamentarias, NUNCA se ha sustraído de su deber funcional que le 
asiste, ni mucho menos ha desplegado acciones que redunden en detrimento de los derechos 
fundamentales del señor MARIO JOSÉ BUENDIA VASQUEZ, En el caso bajo examen, no existe 
prueba alguna que demuestre que el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO 
INPEC en cumplimiento de sus labores de vigilancia y custodia, le haya negado al accionante 
el libre acceso a las áreas de sanidad en el centro penitenciario donde este habita, tampoco 
existe evidencia que permita colegir, una conducta negativa de parte del INPEC para 
materializar el traslado del tutelante a un centro médico externo cuando este se hubiere 
ordenado; por esta razón, solicito al Honorable Juez se sirva denegar el amparo deprecado.”  

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si la accionada 

COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON ALTA MEDIA Y MÍNIMA 

SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE RECLUSIÓN ESPECIAL Y JUSTICIA Y 

PAZ –COMEB “LA PICOTA, y la vinculada INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC vulneraron el derecho fundamental 

constitucional de petición de los accionantes al no emitir respuesta de fondo de 

las peticiones presentadas el día 26 de enero de 2022 y 15 de febrero de la 

misma anualidad. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 



 

 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

La interesada invoca la acción de tutela, a fin de que se le ampare el derecho 

principal de: PETICIÓN. Pues bien, una de las más frecuentes confusiones acerca 

de los postulados y fines de la Acción de Tutela es el tomarla como una acción 

sustitutiva de las demás acciones judiciales, lo que lleva a la irracional 

multiplicación de esfuerzos de la administración pública, desplazando otros 

procesos que haciendo uso de los medios ordinarios se someten a la legislación 

y procedimientos establecidos para cada caso, representando una contribución 

a la parálisis de la actividad judicial.  

 

De los hechos narrados y confrontada con la documentación aportada, se 

desprende que el accionante invoca la acción de tutela para que le sea dada 

respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia.  

 

El artículo 23 de la Carta Política consagra que “toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución", norma que está dentro del 

Título II de la Carta Política, que trata de los derechos, las garantías y los deberes 

y del capítulo 1, que versa precisamente sobre los derechos fundamentales.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela: 



 

 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en  el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 

de 1991 es  condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en la obtención 

de respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las 

mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 
desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 



 

 

                    “a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
                     b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
                     c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 

estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
                    d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escrita. 
 
                     e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine…”. 

 
Revisado  el  contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada  

se centra  en  obtener  respuesta  a  la  petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, se logra evidenciar que la accionada 

no allega respuesta de la presente acción de tutela y pese a que la vinculada 

INPEC allega respuesta, la misma no resulta acorde a lo aquí peticionado, sin 

más consideraciones este Despacho resuelve TUTELAR el derecho fundamental 

constitucional de petición, invocados por el señor MARIO JOSÉ BUENDIA 

VASQUEZ, identificado con cedula de ciudadanía No. 6.880.546, contra el 

COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON ALTA MEDIA Y MÍNIMA 

SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE RECLUSIÓN ESPECIAL Y JUSTICIA Y 

PAZ –COMEB “LA PICOTA, y la vinculada INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia y en consecuencia ORDENAR al 

REPRESENTANTE LEGAL, del COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO 

CON ALTA MEDIA Y MÍNIMA SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE 

RECLUSIÓN ESPECIAL Y JUSTICIA Y PAZ –COMEB “LA PICOTA, y la 

vinculada INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, 

que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contados a 

partir de la notificación de este fallo, se pronuncie de forma completa respeto de 

las peticiones presentadas el día 26 de enero de 2022 y 15 de febrero de la 

misma anualidad. 

D E C I S I Ó N 

 
 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la República 

De Colombia y por autoridad de la Ley. 



 

 

 

R E S U E L V E 
 

 
PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición invocado por el señor MARIO JOSÉ 

BUENDIA VASQUEZ, identificado con cedula de ciudadanía No. 6.880.546, 

contra el COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO CON ALTA MEDIA Y 

MÍNIMA SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE RECLUSIÓN ESPECIAL Y 

JUSTICIA Y PAZ –COMEB “LA PICOTA, y la vinculada INSTITUTO 

NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO:  ORDENAR al REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN HAGA SUS 

VECES, de las accionadas el COMPLEJO CARCELARIO Y PENITENCIARIO 

CON ALTA MEDIA Y MÍNIMA SEGURIDAD DE BOGOTÁ, INCLUYE 

RECLUSIÓN ESPECIAL Y JUSTICIA Y PAZ –COMEB “LA PICOTA, y la 

vinculada INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, 

que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contadas a 

partir de la notificación de este fallo, se sirvan pronunciar de forma completa 

respeto de las peticiones presentadas el día 26 de enero de 2022 y 15 de febrero 

de la misma anualidad. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 
 
CUARTO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

LA JUEZ, 

Original firmado por: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 
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